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Agustín Codazzi - Cesar, Febrero Siete (7) de Dos Mil Veinticuatro (2.024).
REF: ACCIÓN DE TUTELA, ACCIONANTE: CARMEN MARIA BELEÑO SALAS, ACCIONADO: 
COOSALUD EPS, VINCULADA: SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DEL CESAR, 
RADICADO: 200134089001-2024-00033-00.

ASUNTO A TRATAR.
Aborda el Despacho la labor de adoptar la decisión de fondo que en derechojcorresponda, 
dentro de la Acción de Tutela promovida por la señora CARMEN MARIA BELEÑO SALAS, en 
contra de COOSALUD EPS, en defensa de sus Derechos Fundamentales a la Vida en 
Condiciones Digna, Debido Proceso, Seguridad Social, consagrados en los artículos 1,11, 29 
y 48 de la Constitución Política, y en virtud de ello solicita se le ordene a la accionada, ta 
siguiente: a). _ Autorizar consulta de Glaucoma, Consulta de Optometría, Estudio de Campo 
Visual, Estudio de Paquimetría y Tomografía.
Finca la accionante su solicitud, en los hechos relacionados en la misma, los cuales podemos 
enunciar de la siguiente manera:

• Que es una paciente de 65 años, diagnosticada Astigmatismo, Catarata Senil Nuclear 
y Pterigion, Afiliada al Sistema de Seguridad Social en Salud, en la EPS Coosalud.

• Que el Veintiuno (21) de Junio del Dos Mil Veintitrés (2.023), el médico tratante en 
la consulta ordeno consulta de Glaucoma, Consulta de Optometría, Estudio de Campo 
Visual, Estudio de Paquimetría y Tomografía.

• Que radico las ordenes medicas en las oficinas de la EPS accionada y hasta la fecha 
no ha sido posible la Autorización de los servicios asistenciales radicados.

• Que es de vital Importancia realizarse los exámenes ordenados por el medico 
tratante, como quiera que la Catarata Senil Nuclear, es un trastorno degenerativo, 
que, si no trata de forma correcta, seguirá avanzando hasta provocar una ceguera 
total.

La accionante aportó como pruebasde sus asertos, las siguientes: a)._ Historia Clínica, b)._ 
Ordene médicas, c)._ Formula médica.
Por venir en legal forma la solicitud fue admitida mediante auto adiado el Veinticinco (25) de 
Enero del cursante año, requiriéndose a la entidad accionada COOSALUD EPS, para que en 
el término de Dos (2) días contados a partir de la fecha de la notificación del auto admisorio, 
se sirvieran rendir un informe sobre los hechos planteados por la peticionaria

CONTESTACIÓN DE LA ACCIONADA
COOSALUD EPS S.A: _ El ANGEL JAVIER SERNA PINTO, actuando en calidad de Gerente 
de la Sucursal Cesar de COOSALUD EPS S.A, Mediante escrito radicado vía correo electrónico 
en este despacho, refiere que se encuentra programada la consulta porOptometría - Campo 
visual - Paquimetría - Tomografía, para el Jueves Ocho (8) de Febrero de 2024 a las 08:00 
am, en el en el Instituto Oftalmológico del César en la ciudad de Valledupar.
Una vez enunciados los antecedentes del caso y habiendo sido relacionado el acervo 
probatorio acopiado, procederemos a adoptar la decisión de fondo que en estricto derecho 
corresponda, previas las siguientes

CONSIDERACIONES
1. _Competencia

Para esta casa judicial es claro que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 37 del 
Decreto - Ley 2591 de 1991 y artículo Io del Decreto 1382 dé 2000, la competencia para 
conocer de la presente acción tutela recae en este despacho.

2. _Legitimación de las partes
La señora CARMEN MARIA BELEÑO SALAS, por ser la persona afectada con los presuntos 
actos omisivos de la entidad accionada, se encuentra legitimada para incoar la presente 
acción de tutela; mientras que la accionada COOSALUD EPS, por serla entidad a la cual el 
accionante le atribuye los actos omisivos que presuntamente vulnera sus derechos 
fundamentales, reúne los presupuestos de legitimidad para comparecer en calidad de 
accionada, dentro de este trámite tutelar
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3._ P oblemas jurídicos y esquema de resolución
De acuerc o con la situación táctica planteada corresponde a este despacho determinar bs 
siguientes aspectos: i)._ La procedencia de la acción, y, i¡) En el evento de que la acción sea 
procedente, establecer si la entidad accionada COOSALUD EPS, al no autorizar la consulta de 
Glaucoma, Consulta de Optometría, Estudio de Campo Visual, Estudio de Paquimetré y 
Tomografía, ordenado por el médico tratante, vulnera los derechos cuya protección es 
deprecada por la accionante, y de ser así, adoptarlas medidas necesarias para su protección 
o si nos encontramos ente la figura denominada "hecho superado".
Para resolver los problemas jurídicos planteados, esta casa judicial procederá de la siguiente 
manera (1)._ Se determinará inicialmente la procedencia de la acción. (2)._Se referirá a bs 
derechos! fundamentales cuya protección se impetra. (3)._ Se referirá al Régimen Legal y 
Jurisprudéncia Constitucional sobre la prestación por parte de la E.P.S. de los servidos 
respectojal Sistema de Seguridad Social en Salud, que se encuentren dentro o fuera del Plan 
Obligatorio deSalud. (4)._Se hará alusión al fenómeno denominado "Hecho Superado". (5). 
Se abordará el caso concreto.

3.1._ Procedencia.
La acción de tutela es un mecanismo de protección de los derechos fundamentales, de 
carácter preferente y residual, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados 
por la a xión u omisión de cualquier autoridad pública y en algunos casos por particulares 
cuando ;stos se encuentren en alguna de las siguientes condiciones: a)._ Cuando cumplan 
fundones públicas o que estén encargadas de la prestación de un servicio público. b)._ 
Cuando sus acciones u omisiones afecten grave y directamente el interés colectivo; y c)._ 
Cuando el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión respecto al particular. 
Se quiso limitar la procedencia de esta acción a la inexistencia de otro medio de defensa 
judicial ¡de igual eficacia para la protección del derecho, o que habiéndolo este no resulte 
eficaz
mecanismo de carácter transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

En razc n de lo anterior Nuestra Carta Política en su artículo 86 dispone:
"Toda persona tendrá acción de tutela para redamar ante ¡os jueces, en todo 
momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma 
o por quien actúe en su nombre, la protección inmediata de sus derechos 
constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o 
amenazados por ia acción o la omisión de cualquier autoridad pública".

Se le q jíso dar a esta herramienta constitucional un efecto inmediato y subsidiario al limitar 
su prohedencia a la inexistencia de otro medio de defensa judicial de igual eficacia para la 
protección del derecho, o que, habiéndolo, esta se utilice como mecanismo de carácter 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
Quiere lo anterior significar que la acción de tutela es un mecanismo judicial de proteodón 
de los’ derechos fundamentales que procede i)._ Cuando el afectado no dispone de otro 
instruí riento para su restablecimiento, ii)._ En caso de que el previsto no resulte eficaz, en 
consic eración a la situación particular que afronta el actory ///j._ Siempre que la intervencbn 
transioria del juez de amparo resulte necesaria, para evitar o al menos mitigar un perjuicio 
irremédiable. En el caso bajo estudio el Despacho no observa la existencia de otro medb 
eficaz! de defensa que le permita al accionante obtener la protección del derecho 
presuntamente vulnerado, por lo tanto es factible pregonar de la acción incoada, su 
procedencia.

3.2. _ Derechos cuya protección se invoca.
3.2. l._ Derecho a la Vida._ Como quiera que dentro de los Derechos Fundamentales 

cuya protección se impetra se encuentra precisamente el derecho a la vida, es procedente 
señalar que esta garantía entraña no solo la obligación del Estado y de los particulares de 
preservarla existencia de la persona humana, sino, que encierra además el imperativo deber 
de asegurar que esa existencia que se busca preservar, se encuentre rodeada de las 
cond dones mínimas para que se ajuste a los requerimientos por lo menos indispensables 
para ¡satisfacer las necesidades generadas en razón, precisamente del hecho de existir, en 
condiciones de dignidad, entendida esta como un derecho fundamental cuyos titulares son

consideración a la situación particular que afronta el actor; o que se utilice oomo
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únicamente las personas humanas, y que tiene un triple objeto de protección: i)._ La 
Autonomía Individual, ii)._ Las condiciones materiales para el logro de una Vida Digna, y 
iii)._ La Integridad Física y Moral que resulte necesaria para lograr la inclusión social de una 
persona excluida o marginada. En resumen, lo que protege el derecho a la Dignidad Humana 
es el derecho a vivir como se quiera, el derecho a tener una Vida Digna, y el derecho a vivir 
sin humillaciones. (Sent. T-881/02).

Ya sobre el mismo tópico había precisado el Alto Tribunal, en sentencia T-395 de 1.998, con 
ponencia del Doctor, Alejandro Martínez Caballero, lo siguiente:

Lo que pretende la jurisprudencia es entonces respetar un concepto de vida no limitado 
a ia restrictiva idea de peligro de muerte, ni a ia simple vida biológica, sino a consolidar un 
sentido más amplio de ia existencia que se ate a tas dimensiones de dignidad y decoro. Lo 
que se busca con dicha noción es preservarla situación existencia! de ia vida humana en 
condiciones de plena dignidad, ya que, ai hombre no se ie debe una vida cualquiera, sino 
una vida saludable, en ia medida de io posible (..)."

3.2.2._ El carácter fundamental del Derecho a la Seguridad Social.
En lo que atañe al derecho a la Salud y a la Seguridad Social, La Constitución Política 
consagra, en su artículo 49, a la salud como un derecho Constitucional y un Servicio Públioo 
de carácter esencial. De este modo, le impone al Estado la obligación de garantizar a todas 
las personas la atención que requieran. Asimismo, consagra la potestad que tienen las 
personas de exigir el acceso a los programas de Promoción, Protección y Recuperación. A 
partir de dicha disposición, la Corte Constitucional ha reconocido, en reiterada jurisprudencia, 
que el derecho a la salud es fundamental y "comprende toda una gama de facilidades, bienes 
y servicios que hacen posible, de acuerdo ai mandato contenido en diversos instrumentos 
internacionales, ei imperativo de garantizar ei nivel más alto posible de salud.

En este sentido, la Declaración Universal de Derechos Humanos, en su artículo 25, estableció:
"1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su 
Familia, la Salud y el Bienestar, y en especia! la Alimentación, el Vestido, la Vivienda, la 
Asistencia Médica y ios Servicios Sociales Necesarios (...)."

Igualmente, la Observación General 14 adoptada por el Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales en el año 2000- expuso que el concepto de salud no se limitaba al 
derecho a estar sano ya que éste debe atender las condiciones biológicas y socioeconómicas 
de la persona, y los recursos con los que cuenta el Estado.
Respecto del Principio de Integralidad ha indicado que se encuentra consignado en el 
numeral 3o del artículo 153 y el literal c) del artículo 156 de la Ley 100 de 1993 y que impone 
la prestación médica continua, "la cual debe ser comprensiva de todos los servidos 
requeridos para recuperar la salud. De igual manera ha sostenido que:
“(...) La atención y tratamiento a que tienen derecho tos pertenecientes a! sistema de 
seguridad social en salud cuyo estado de enfermedad esté afectando su integridad persona! 
o su vida en condiciones dignas, son integrales; es decir, deben contener todo cuidado, 
suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, 
exámenes para el diagnóstico y el seguimiento, así como todo otro componente que d 
médico tratante valore como necesario para el pleno restablecimiento de la salud del paciente 
o para mitigar las dolencias que ie impiden llevar su vida en mejores condiciones; y en tal 
dimensión, debe ser proporcionado a sus afiliados por las entidades encargadas de prestar 
el servicio público de la seguridad social en salud (...)".

Ahora bien, en los casos que el galeno tratante no establezca el conjunto de prestaciones 
que conforman la garantía integral del Derecho a la Salud, "la protección de este derecho 
conlleva para el Juez constitucional la necesidad de hacer determinable la orden en el evento 
de conceder el amparo, por ejemplo, (i) mediante la descripción clara de una(s) 
determinada(s) patología(s) o condición de salud diagnosticada por el médico tratante, (i¡) 
por el reconocimiento de un conjunto de prestaciones necesarias dirigidas a lograr el 
diagnóstico en cuestión; o (iii) por cualquier otro criterio razonable, de este modo, el 
reconocimiento de la prestación integral del servicio de salud debe ir acompañado de 
indicaciones precisas que hagan determinable la orden del Juez o Jueza de tutela, ya que no 
le es posible dictar órdenes indeterminadas ni reconocer mediante ellas prestaciones futuras
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e inciertas. Precisamente, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha dispuesto que 
tratándose de: "(i) sujetosde especial protección constitucional (menores, adultos mayones, 
despiazados(as), indígenas, redusos(as), entre otros)" y de (i¡) " personas que padezcan 
enfermedades catastróficas (sida, cáncer, entre otras), se debe brindar atención integra! en 
salud, con independencia de que ei conjunto de prestaciones requeridas estén excluidas de 
ios pianos obligatorio^'.

Así las cosas, esa Corporación ha establecido que la acción de tutela es procedente para 
proteger el suministro de los servicios médicos que se requieren con necesidad, es decir, 
aquellos "indispensables para conservar su salud, cuando se encuentre comprometida 
gráveme ntesu vida, su integridad persona! o su dignidad"' de forma que se "garantiza a toda 
persona) porto menos, ei acceso a ios servicios de salud de ios cuáles depende su mínimo 
vita! y sudignidad como persona. Es necesario resaltar que esta obligación resulta prioritaria 
para el caso de las personas que son más vulnerables por sus condiciones físicas (niños y 
adultos mayores) o enfermos mentales. (Sent. T-036/13).
En este orden de ideas conviene recordar que el derecho a la seguridad social fue definido 
porel artículo 48 de la Constitución Política como " un servicio público de carácter obligatorio 
que se prestará bajo ia dirección, coordinación y control de! Estado, en sujeción a bs 
principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en ios términos que establezca ia ley" 
obligándose el Estado a garantizar a todos ios habitantes ei derecho irrenunciabie a ia 
seguridad social".
Respecto de su carácter fundamental, la Corte ha reconocido que la satisfacción de su 
contenido, esto es, del Derecho a la Pensión y a la Salud, implica el goce de las demás 
libertades del texto constitucional, la materialización del principio de la Dignidad Humana y 
la primacía de los derechos fundamentales. Empero, el carácter fundamental del Derecho a 
la Segundad Social no es suficiente para que proceda su amparo por medio de la Acción 
Constitucional de Tutela. Para ello es necesario que se cumplan los requisitos previstos en 
los niveles legislativos y reglamentarios dispuestos para su satisfacción, por cuanto "algunas 
veces les necesario adoptar políticas legislativas y/o reglamentarias para determinar 
especmcamente ias prestaciones exigidles y ias condiciones para accederá tas mismas, las 
instituciones obligadas a brindarlas y su forma de financiación".

Así, es una obligación del Estado garantizar el Derecho Irrenunciabie a la Seguridad Social 
de acuerdo con las normas que lo regulan, por cuanto éstas son las que determinan 
especricamente las prestaciones exigibles y la forma de accederá las mismas. Deber que 
córrele tivamente genera el derecho a los ciudadanos de exigir su cumplimiento en caso de 
vulneración o amenaza por medio de la Acción Constitucional de Tutela.

La Salud en la Constitución Política es definida, entre otras calificaciones, como un servido 
público a cargo del Estado, un deber del ciudadano de procurare! propio cuidado integral, 
una garantía a todas las personas al acceso a los servicios de Promoción, Protección y 
Recuperación (artículo 49), un derecho fundamental de los niños (artículo 44), un servido 
paran izado a las personas de la tercera edad fartículo 461, una prestación espedalizada para 
los disminuidos físicos, sensoriales y síquicos (artículo 47), un bien constitucionalmente 
protejido en la comercialización de cosas y servicios (artículo 78) y un valor que se debe 
protejer respecto de toda persona conforme al principio de solidaridad social (artículo 95), 
de este modo, la salud constituye un pilar fundamental en el ordenamiento constitucional y 
ha sido reconocido por esa Corporadón como un derecho fundamental susceptible de amparo 
por medio de la acción constitucional de tutela. El carácter fundamental del derecho a la 
saludlradica en que al ser el individuo el centro de la actuación estatal y por ende al generarse 
frente al Estado la obligación de satisfacción y garantía de los bienes que promuevan su 
biene star, la protección del derecho a la salud se constituye en una manifestación de 
bienestar del ser humano y por ende en una obligación por parte del Estado. Del mismo 
modo, el carácter fundamental del derecho a la salud se deriva al constituir su satisfacción
un presupuesto para la garantía de otros derechos de ranoo fundamental. (Subrayas y 
negrillas ajenas al texto original).

3.3._Normatividad legal y jurisprudencia constitucional sobre la prestación por 
parte de las EPS de los servicios respecto al Sistema de Seguridad Social en Salud, 
que se encuentren dentro o fuera del Plan Obligatorio de Salud.
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Q acceso a la Seguridad Social y a la Salud, es un derecho y a la vez es un servicio público 
que goza de especial protección por parte del Estado y es por ello que Nuestra Constitución 
Política en su artículo 48 dispone: "La seguridad social es un servicio público de carácter 
obligatorio que se protestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción 
a ¡os principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en tos términos que establezca la 
ley". "Se garantizará a todos tos habitantes el derecho irrenunciabto a la seguridad social

La misma Carta Fundamental, señala en su artículo 49: "La atención de la Salud y el 
saneamiento ambienta!son servicios públicos a cargo del Estado. Se garantiza a todas ias 
personas el acceso a tos servicios de promoción, protección y recuperación de ¡a salud

La Ley ha sido consecuente con este precepto constitucional, y es así como en desarrollo de 
éste fue expedida la Ley 100 de 1.993 que en sus artículos 3o y 4o, predica:

"(...) DEL DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL. B Estado garantiza a todos tos habitantes 
del territorio nacional, el derecho irrenunciabto a to seguridad social.
Este servicio será prestado por el Sistema de Seguridad Social Integra!, en orden a la 
ampliación progresiva de to cobertura a todos tos sectores de to población, en tos términos 
establecidos por to presente toy
"(...) DEL SERVICIO PÚBLICO DE SEGURIDAD SOCIAL. La Seguridad Social es un servido 
público obligatorio, cuya dirección, coordinación y control esta a cargo del Estado y que será 
prestado por tos entidades públicas o privadas en tos términos y condiciones establecidos en 
to presente toy.
Este servicio público es esencia! en to relacionado con el Sistema Genera! de Seguridad Social 
en Salud (...)".

En su artículo 7o precisa:
"(...) ÁMBITO DE ACCIÓN. El Sistema de Seguridad Social Integra! garantíza el cubrimierto 
de tos contingencias económicas y de salud, y to prestación de servicios sociales 
complementarios, en tos términos y bajo tos modalidades previstos por esta toy

De igual manera en su artículo 159 impone a las EPS la obligación de garantizara sus afiliados 
al Sistema General de Seguridad Social en Salud la debida organización y prestación del 
servicio de salud, en los siguientes términos/ "l._ La atención de tos servicios del Plan 
Obligatorio de Salud del artículo 162, por parte de to Entidad Promotora de Salud Respectiva
a través de tos Instituciones Prestadoras de Servicios adscritos........... La norma
en comento, en su artículo 162 consagra los parámetros del Plan Obligatorio de Salud, de la 
siguiente manera:

"(...) PLAN DE SALUD OBLIGA TORIO. Ei Sistema Genera! de Seguridad Social de Salud crea 
tos condiciones de acceso a un Plan Obligatorio de Salud para todos tos habitantes dd 
territorio nacional antes delaño 2001. Este Plan permitirá to protección integra! de tos familias 
a to maternidad y enfermedad genera!, en tos fases de promoción y fomento de to salud y la 
prevención, diagnóstico, tratamiento y rehabilitación para todas tos patologías, según la 
intensidad de uso y tos niveles de atención y complejidad'que se definan (...).

"(...) Para tos afiliados cotizantes según tos normas de! régimen contributivo, ei contenido dd 
Pian Obligatorio de Salud que defína el Consejo Nacional de Seguridad Social en salud seiá 
el contemplado por el decreto-ley 1650 de 1977 y sus reglamentaciones, incluyendo la 
provisión de medicamentos esenciales en su presentación genérica. Para tos otros 
benefíciartos de to familia del cotizante, el Plan Obligatorio de Salud será similar a! anterior, 
pero en su financiación concurrirán tos pagos moderadores, especialmente en el primer nh/d 
de atención, en tos términos del artículo de to presente Ley (...), para tos afiliados según tos 
normas del régimen subsidiado, el Consejo Nacional de Seguridad Social en Salud diseñará 
un programa para que sus beneficiarios alcancen el Plan Obligatorio del Sistema Contributivo, 
en forma progresiva antes de! año 2.001. En su punto de partida, el plan incluirá servidos 
de salud del primer nivel por un valor equivalente a! 50% de to unidad de pago por capitación 
del sistema contributivo. Los servicios del segundo y tercer nivel se incorporarán 
progresivamente a!plan de acuerdo con su aporte a tos años de vida saludables

Se desprende entonces de la normatividad consultada que las EPS, se encuentran en la 
obligación de garantizarle a sus afiliados el acceso al servicio público de la Seguridad Social
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en Salud, el cual además, conforme al precedente jurisprudencial de la Corte adquiere la 
connotación de un derecho fundamental autónomo, para lo cual ha de suministrar a sus 
afiliados l¿s servicios que se encuentren dentro del Plan Obligatorio de Salud, sin la necesidad 
de trámitíes especiales o complejos. Servicios estos que contemplan, entre otros, el 
suministró de medicamentos, procedimientos, hospitalización, exámenes, tratamientos y 
toda la atención que estos requieran para atender y tratar la patología que padezcan, a fin 
de superarla o minimizar sus efectos. En lo que atañe a los casos en los cuales las EPS 
niegan a Juna persona determinado tratamiento, procedimiento, implemento médico o un 
medica miento específico por no encontrarse incluido en el Plan Obligatorio de Salud (POS), 
la jurisprudencia de la Corte Constitucional, en reiteradas oportunidades, ha considerado que 
la acción de tutela procederá si se reúnen las siguientes condiciones: a)._Que la falta del 
tratamiento, implemento, procedimiento o medicamento excluido por la reglamentación legal 
o administrativa, amenace los derechos fundamentales a La Vida, a la Integridad o a la 
Dignidad del interesado. b)._ Que no exista un medicamento, tratamiento o procedimiento 
sustituto o que, existiendo este, no obtenga el mismo nivel de efectividad para proteger bs 
derechos fundamentales comprometidos. c)._ Que el paciente se encuentre en incapacidad 
real de sufragar el costo del medicamento o tratamiento requerido. d)._ Que el paciente se 
encuentre imposibilitado para acceder al tratamiento, procedimiento, implemento o 
medicamento a través de cualquier otro sistema o plan de salud; y e)._ Que el tratamiento 
o medicamento hubiere sido prescrito por un médico adscrito a la Empresa Promotora de 
Salud a ja cual se halle afiliado el demandante. "(• • •) Excepcionalmente la tutela puede ser 
concedida, si la prescripción la hizo un médico particular, cuando debido a procedimientos 
administrativos de ia ARS o EPS se vulneró ei derecho ai diagnóstico y ei usuario tuvo que 
acudir a un médico externo J"(Sent. T-835/05). (Negrillas y subrayas ajenas al texto 
original).

3.4_ Hecho superado.
La Corté Constitucional ha sido reiterativa en aclarar que una vez superada la situación de 

hecho cjue generó la vulneración o la amenaza del derecho fundamental, la acción de amparo 
perderífi su eficacia tornándose improcedente e inocua.

en sentencia T-167 de 1.997, nos ilustra:él particular,

"(...) El objetivo fundamental de ia acción de tutela es ia protección efectiva e inmediata de ios 
derechos constitucionales fundamentales, en aquellos casos en que estos resulten vulnerados o 
amenazados por ia acción u omisión o de una autoridad pública o de un particular en los términos en 
que establece la constitución y la ley. Obsérvese que la eficacia de esta acción se manifiesta en la 
posibilidad que tiene el juez constitucional si encuentra probada la vulneración o amenaza alegada, 
de impartir una orden encaminada a la defensa actual e inminente del derecho en disputa. Pero si la 
situación de hecho que generó la violación o la amenaza ya ha sido superada, el mandato que pueda 
proferir^ el juez en defensa de bs derechos fundamentales conculcados, ningún efecto podría tener, 
el proceso carecería de objeto y la tutela resultaría improcedente; en otras palabras, la acción de 
tutela perdería su razón de ser

En Sentencia T-013 de 2017, reiteró:
I

"(...) B hecho superado se presenta cuando, porta acción u omisión (según sea el requerimiento del 
actor en la tutela) del obligado, se supera la afectación de tal manera que "carece" de objeto el 
pronunciamiento del juez. La jurisprudencia de la Corte ha comprendido la expresión hecho 
superado en el sentido obvio de las palabras que componen la expresión, es decir, dentro del contexto 
de la satisfacción de b pedido en tutela. Es decir, el hecho superado significa ia observancia de las 
pretensiones del accionante a partir de una conducta desplegada por el agente transgresor. El daño 
consumado tiene lugar cuando la amenaza o la vulneración del derecho fundamental han producido 
el perjuicio que se pretendía evitar con ¡a acción de tutela. La confíguración de este supuesto ha sido 
declarada por la Corte, por ejemplo, en bs casos en que el solicitante de un tratamiento médico fallece 
durante el trámite de la acción como consecuencia del obrar negligente de su E.P.S., o cuando quien 
invocaba el derecho a la vivienda digna fue desalojado en el curso del proceso del inmueble que 
habitaba

3.6 Caso Concreto.
I ~

En e) evento que nos ocupa, del caudal probatorio compendiado especialmente de b 
manifestado en la solicitud por parte del accionante, puede inferirse en forma indúbita, que 
la situación planteada consiste en que la accionante señora CARMEN MARIA BELEÑO SALAS, 
persigue de esta casa judicial, se ordene a la entidad, lo siguiente a)._ Autorizar consulta de

Sobre
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REF: ACaÓN DE TUTELA, ACCIONANTE: CARMEN MARIA BELEÑO SALAS, ACCIONADO: COOSALUD EPS, 
VINCULADA: SECRETARÍA DE SALUD DEPARTAMENTAL DEL CESAR, RADICADO: 200134089001-2024-00033-
00.

Glaucoma, Consulta de Optometría, Estudio de Campo Visual, Estudio de Paquimetrá y 
Tomografía, ordenado por el médico tratante.

Por su parte, la accionada, al pronunciarse sobre las pretensiones y hechos de la solicitud, 
informo que ya se encuentra programada Ja consulta y estudios ordenados por el médico 
tratante a la señora CARMEN MARIA BELEÑO SALAS, por lo cual solicitan sean negadas las 
pretensiones por hecho superado.
Ahora bien, efectuando una valoración de los argumentos planteados en el escrito de tutela, 
así como en las pruebas y respectivos informes allegados en el transcurso de la misma, d 
despacho denota que la parte accionante, quien hoy recurre al mecanismo constitucional, se 
encuentra vinculada a la entidad accionada COOSALUD EPS, y conforme a la valoración 
médica, le fue ordenado consulta de Glaucoma, Consulta de Optometría, Estudio de Campo 
Visual, Estudio de Paquimetría y Tomografía, en la respuesta allegada por la accionada, se 
indicó la autorización de servicios requeridos y que los mismos ya se encuentran 
programados para el día Ocho (8) de Febrero de 2024 a las 08:00 am, en el Instituto 
Oftalmológico del César en la ciudad de Valledupar, con la finalidad de verificar la entrega 
del medicamento el Oficial Mayor de este Despacho se comunicó con el número móvi 
3205910041, quien atendió la llamada se identifico como hija de la accionante y manifestó 
que ya le habían programado la consulta en la especialidad requerida y los exámenes tal 
como se indico en la replica de la EPS. Por lo que se podría inferir de forma razonable, que 
el hecho generadorque llevo a la presentación de esta acción constitucional a desaparecido, 
observando que se han realizado las gestiones administrativas necesarias y pertinentes, en 
el caso que nos ocupa se advierte que, no existe una conculcación a los derechos 
fundamentales deprecados por el accionante.
En consecuencia, se puede decir, que, en efecto, ya fue ejecutado lo pretendido por la 
interesada a través del presente instrumentos, es decir, se autorizara la Autorizar consulta 
de Glaucoma, Consulta de Optometría, Estudio de Campo Visual, Estudio de Paquimetrá y 
Tomografía, ordenado por el médico tratante, que dio origen a la presentación de esta acción 
constitucional, actuación esta que - se itera -, ya fue surtida por la accionada, tal como se 
evidencia en el documento arrimado como prueba por esta, por lo que habiendo sido 
superada la situación fáctica que diera origen a la interposición de esta solicitud tutelar, es 
claro entonces que nos encontramos ante el fenómeno denominado "hecho superado", 
haciendo inocuo entonces cualquier orden que pudiera emitirse al respecto, por lo que no 
será concedido el amparo deprecado.

RESUELVE:

Primero. _ DENEGAR el amparo tutelar a los derechos fundamentales a la Vida en 
Condiciones de Dignidad y Seguridad Social en Salud, solicitado por ta señora CARMEN 
MARIA BELEÑO SALAS.
Segundo. _ Prevenir al Representante Legal de la entidad accionada para que en b 
sucesivo se abstenga de incurrir en las conductas omisivas que dieron origen a la presente 
acción de amparo.

Tercero. _ Notifíquese este fallo a las partes intervinientes por el medio más expedito (art 
16 del Decreto 2591 de 1991).

Cuarto.- Contra esta decisión procede el recurso de impugnación. Si no fuere impugnado 
este fallo dentro de los tres (3) días siguientes al de su notificación, envíese a la Honorable 
Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase

HAZ MAYA
Juez


